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problemas de discriminación por 
género que deberían ser parte de 
los debates y las evaluaciones  
de las próximas candidaturas.

¿Por qué es importante hablar 
sobre discriminación?
Frente a la corrupción, la vio-
lencia y la pobreza, ¿por qué 
habríamos de enfocarnos en la 
discriminación? Y, más aún, ¿en 
la de género? Un pregunta similar  
surge cuando se mencionan los 
derechos de las personas lgbti; 
en el mejor escenario, estos se 
entienden como reclamos “iden-
titarios” que poco o nada tienen 
que ver con los “verdaderos asun-
tos de clase y pobreza” que aque-
jan a la nación. Juicios de este tipo 
son producto de una conceptuali-
zación limitada y muy problemá-
tica de la discriminación.

En primer lugar, no se puede 
separar la discriminación de la 
mayoría de los problemas del país; 
por el contrario: está relaciona-
da de manera íntima con ellos. La 
pobreza, por ejemplo, no ocurre 
al azar, sino que de manera siste-
mática afecta más a ciertos gru-
pos que a otros. Año tras año tras 
año, los indicadores confirman 
que el origen étnico, el género y 
la discapacidad son factores sig-
nificativos a la hora de identifi-
car a los mexicanos más pobres. 
Según el Consejo Nacional de 
Evaluación de la Política de 
Desarrollo Social (Coneval), el 
70.2% de la población indíge-
na gana hasta un salario mínimo 

ste año se dispu-
tarán en México 
más de 2,770 car-
gos  of ic ia les  a 
nivel federal, esta-

tal y municipal.* Hay diferencias 
importantes entre estos puestos, 
lo que debería verse reflejado en la 
discusión pública. Los problemas 
de la Ciudad de México no son 
idénticos a los de Oaxaca, ni los 
retos del poder ejecutivo federal 
los mismos que los del Congreso 
de la Unión. Cada contienda tiene 
sus particularidades, y deberíamos 
estar al pendiente de todas ellas. 
Por supuesto, la sugerencia tam-
bién aplica a “los asuntos de géne-
ro”. A pesar de que el contexto de 
cada elección importa –y mucho–, 
por ahora me concentraré en lo 
común, y no en las diferencias, con 
el propósito de señalar algunos 

*  La página del Instituto Nacional Electoral 
informa que se disputarán 2,777 cargos. Según 
el Observatorio de Participación Política de las 
Mujeres en México, del Instituto Nacional de 
las Mujeres, serán 3,416 cargos. En cambio, la 
organización Strategia Electoral dice que serán 
3,326 cargos.

ruta judicial viable contra las redes 
de corrupción. Nos faltan los jue-
ces. Como sociedad también vamos 
asimilando que no hay corrupción 
gubernamental sin su contraparte 
empresarial; ahora estamos cons-
cientes de que estas redes inclu-
yen a particulares –como notarios, 
financieros, empresas fantasma–. 
En el terreno de las novedades, 
hace poco más de un año atesti-
guamos que los empresarios de 
traje y corbata pueden ir al Ángel 
de la Independencia a manifestarse 
contra la corrupción. Comenzamos 
a entender, con pruebas en mano, 
qué es lo que no funciona y por qué 
no lo hace, y a reformar las institu-
ciones sin perder estabilidad social 
o certeza jurídica.

No son halagüeñas las fisca-
lías electorales descabezadas ni 
los nombramientos a modo; tam-
poco lo es el ritmo de transforma-
ción de las instituciones. No nos 
alienta la manera en que la pgr ha 
investigado el caso Odebrecht o la 
“Estafa maestra”, ni el intento de 
los gobernadores por mantener el 
gatopardismo como forma de vida 
política. ¿Pero alguien en verdad 
imaginó que cortar las redes de 
corrupción y cambiar el régimen 
sería una primavera política?

Como sucede con cualquier sis-
tema operativo –el de la computa-
dora en la que escribo, el del celular 
en el que usted lee textos–, los sis-
temas anticorrupción aprenden de 
sus errores y corrigen en las nue-
vas versiones lo que no funcionó 
en las anteriores. La versión 2.0 del 
sna tiene mucho que aprender de 
sus primeros doce meses de opera-
ción. No se trata de gradualismo, 
sino de mejora continua. Estamos 
al principio de una curva peligro-
sa y mal peraltada. No podemos 
frenar. Tenemos que ir por más. ~
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encomienda que supone un cargo 
público.

La discriminación en sus  
múltiples manifestaciones
Tener en mente la discrimina-
ción hace que no reduzcamos 
“los asuntos de género” a un solo 
tema. No: los feminicidios no 
son el único problema. Y tampo-
co basta con hacer referencia a la 
violencia sexual en las calles para 
tener “cubiertas” las demandas de 
las mujeres.

Como asuntos prioritarios 
están, entre otros, la distribución 
desigual del trabajo doméstico, la  
discriminación laboral y la vio-
lencia familiar. Insisto: todos son 
fenómenos relacionados. Para 
empezar, las posibilidades que 
tienen las mujeres de conseguir 
un trabajo de tiempo completo y 
bien remunerado disminuyen si 
también se hacen cargo del traba-
jo doméstico. Ser parte del mer-
cado laboral, no serlo o apenas 
tener acceso a trabajos parciales, 
mal remunerados e informales 
no solo afecta el poder económi-
co de las mujeres, daña además las 
dinámicas de pareja e incrementa 
la probabilidad de que sean vícti-
mas de la violencia. El análisis de 
Irene Casique, basado en datos 
de la Encuesta Nacional sobre la 
Dinámica de las Relaciones en los 
Hogares, demuestra que mientras 
más autonomía y poder de deci-
sión tenga una mujer, menor es el 
riesgo de que se enfrente a la vio-
lencia física y sexual de su pareja. 
¿Otro dato? Cuando los hombres 
se involucran más en el quehacer 
del hogar, también baja el riesgo de 
que las mujeres padezcan violen-
cia física, sexual y emocional por 
parte de sus novios, maridos o 
concubinos.

Así, el candidato que genuina-
mente quiera reducir la violencia 
familiar, deberá proponer una polí-
tica que distribuya de manera más 
equitativa las tareas del hogar entre 

claro el papel que en ello juega la  
masculinidad.

Ahora bien, las investigacio-
nes revelan otras diferencias entre 
el tipo de violencia que viven los  
hombres y el que padecen las 
mujeres. Según el análisis de José 
Merino y Carolina Torreblanca, 
el 32.3% de las mujeres asesinadas 
entre el 2004 y el 2016 murieron en 
sus casas (antes del 2004 este 
número solía ser mucho más alto); 
en cambio, solo el 12% de los hom-
bres víctimas de homicidio fue-
ron asesinados dentro del hogar. 
De ello se infiere que las casas son 
un espacio amenazante para las 
mujeres. En general, el riesgo de 
ser asesinado es mayor entre niñas  
y adultas que entre niños y adultos. 
Por otra parte, el 64% de los hom-
bres asesinados en el mismo perio-
do murieron heridos por un arma 
de fuego, mientras que el 41% de 
las mujeres fueron ejecutadas  
de esta manera. En proporción, el 
porcentaje de mujeres estrangula-
das y de aquellas que mueren por 
culpa de la violencia familiar o 
sexual es significativamente mayor 
que el de los hombres.

Lo que se desprende de esos 
números es que no basta con 
implementar políticas para garan-
tizar la seguridad en las calles  
–donde ocurre más del 60% de los 
homicidios de hombres, pero solo 
el 42% de los homicidios de muje-
res–. Además de atender el espa-
cio público, se necesita poner la 
mira en el hogar. Estos datos tam-
bién sugieren que promover una 
política para el control de armas 
es insuficiente: se necesita poner 
atención a las maneras en que 
las personas son asesinadas –por 
ejemplo, en el caso de las mujeres.

Valga lo anterior para aclarar 
que los problemas no se tratan de 
violencia o discriminación, sino 
de violencia y discriminación. 
Pobreza y discriminación. Todo 
está relacionado, y quien no lo 
perciba no estará a la altura de la 

al día (2,200 pesos mensuales 
por persona); solo el 38.6% de 
la población no indígena recibe 
este nivel de remuneración. Por 
su parte, el Instituto Nacional de 
Estadística y Geografía (Inegi) 
demostró, en un estudio de 2013, 
que la discapacidad repercute en 
el nivel de ingreso: el 37.9% de las 
personas sin discapacidad gana 
entre cero y dos salarios mínimos;  
en cambio, el 57.6% de las perso-
nas con discapacidad se encuen-
tra en esta situación. Por último, 
un informe del Inegi en 2016 dio 
a conocer que el número de muje-
res de quince años en adelante que 
no cuenta con ingresos propios 
cuadruplica la cantidad de hom-
bres que no perciben retribuciones 
económicas. La pobreza también 
menoscaba la vida de las mujeres 
trans –y lo hace de manera brutal, 
de acuerdo con los pocos estudios 
que existen al respecto–. Por ello, 
los candidatos que quieran hablar 
de la pobreza deberán reconocer 
que esta afecta en modos espe-
cíficos a algunos grupos de la 
sociedad –además de compren-
der que estas diferencias las pro-
vocan sistemas complejos de   
discriminación.

Algo parecido ocurre con la 
violencia. Las cifras más recien-
tes indican que el género –así 
como la edad, la ubicación geo-
gráfica y el nivel socioeconómi-
co– determina en gran medida 
el riesgo de vivir ciertos tipos 
de violencia. Entre el 2007 y el 
2016, por ejemplo, 208,433 per-
sonas fueron asesinadas: el 88% 
de las víctimas fueron hom-
bres (185,951) y el 12%, muje-
res (22,482). Resulta evidente: 
el género importa. En este caso, 
es un factor que parece incidir 
de manera desproporcionada al 
hablar de homicidios. Esto signi-
fica, entre otras cosas, que quien 
pretenda formular una propues-
ta seria para reducir el núme-
ro de asesinatos deberá tener 
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repartieran candados para com-
batir el robo?) ¿Qué hay de las 
mallas que repartió la diputada 
del Partido Encuentro Social, Iris 
Aguirre, para cercar las casas y con 
ello prevenir la violación de niñas? 
(Cuando lo cierto es que este deli-
to ocurre, por lo general, al interior 
de las casas.) ¿Y qué decir de Jaime 
Rodríguez, el Bronco, quien sugi-
rió a las familias decirles “la ver-
dad” a sus hijas –“a una niña gorda 
no la va a querer nadie”– para pre-
venir el embarazo adolescente?

Más allá de las ocurrencias, 
muchas de las políticas que se 
implementan para combatir la dis-
criminación por género son pro-
blemáticas; es necesario saberlo y 
entenderlo para evaluar las propues-
tas de campaña de forma crítica.

Las políticas que resultan dis-
cutibles a primera vista son aque-
llas empeñadas en penalizar 
nuevas conductas o aumentar los 
años de cárcel para los delitos ya 
establecidos en la ley. Un grave 
inconveniente es que se aprue-
ban reformas sin garantizar que 
existan las condiciones institucio-
nales para que los delitos se persi-
gan de manera adecuada. Por otra 
parte, estas reformas no suelen 
cambiar de fondo la desigualdad. 
Hay que decirlo: el derecho penal 
no reduce desigualdades, ni cam-
bia las dinámicas de poder; en el 
mejor de los casos, castiga, lo que 
muchas veces está más motivado 
por la venganza que por la nece-
sidad de disuadir una conducta. 
La cárcel es una medida paliati-
va, superficial, que en México es 
absolutamente ineficaz a causa de 
la impunidad. En este contexto, la 
penalización no es más que una 
falsa protección, una pantomima 
que les permite a los políticos fin-
gir que sí hacen su trabajo.

En segundo lugar hay que vigi-
lar las propuestas que pretendan 
crear instituciones especializadas, 
porque no hay garantía de que fun-
cionen. En los últimos años se han 

Por otra parte, debemos estar 
al pendiente de los derechos de 
las personas lgbti. La discrimi-
nación sigue existiendo en las 
leyes (solo tres entidades fede-
rativas permiten que las perso-
nas cambien su nombre y sexo 
en el acta de nacimiento) y en 
las familias (según los resultados 
de la Encuesta Nacional sobre 
Discriminación y Juventudes 
lgbti, el 41% de los encuesta-
dos dijeron haber sido margi-
nados o excluidos del ambiente 
familiar). La discriminación se 
repite en las escuelas, el mundo 
laboral, las calles y en el acceso a 
una variedad de servicios, inclui-
dos los de salud. Vale la pena 
poner atención a las posturas de 
los políticos sobre el acceso al 
matrimonio: es una manera fácil 
de saber qué tan seriamente aca-
tan la Constitución –esta es muy 
clara: nadie debe ser discrimina-
do por su género o preferencia 
sexual–. Desde esta perspectiva,  
se puede argumentar que quien se 
oponga al reconocimiento de estas 
uniones se opone finalmente a la 
Constitución. ¿Y cómo confiar en 
un candidato o candidata así?

Ni pitos, ni cárceles,  
ni instituciones huecas
En el contexto de las elecciones 
hay que tener en mente dos aristas 
sobre la discriminación de géne-
ro. Lo primero que debe hacer 
un votante es identificar si las y 
los candidatos hablan del tema. 
Y si lo hacen, ¿cuándo lo hacen, 
en qué foros, por qué hablan o 
dejan de hablar de ello? El segun-
do asunto es qué proponen para 
resolverlo, ya que en esta materia  
–como en otras– las ocurrencias, 
el populismo punitivo y las pro-
puestas huecas están a la orden 
del día. ¿Cómo olvidar los sil-
batos que repartió el gobier-
no de Miguel Ángel Mancera 
para combatir el acoso sexual 
en el metro? (¿Se imaginan que 

los miembros de la pareja. A la vez, 
deberá pensar en cómo erradicar 
la discriminación laboral. Para ello 
hay que cambiar los sistemas de 
cuidado que existen en la actuali-
dad, pues ponen sobre las madres 
(u otra mujer de la familia) esta res-
ponsabilidad de forma casi exclusi-
va, o bien, delegan en otras mujeres 
este trabajo, sin que reciban a cam-
bio seguridad social o siquiera un 
buen sueldo. Valga como regla: no 
puede tomarse en serio a ningún 
candidato que diga preocuparse 
por las familias, la economía o la 
pobreza, y que no hable del trabajo 
doméstico y la discriminación en el 
empleo, de la precariedad e infor-
malidad laboral.

Otro asunto prioritario, por 
supuesto, es el acceso a la salud 
sexual y reproductiva. Al respecto, 
debe considerarse al aborto como 
una política que merece ser apoya-
da por varios motivos, y que es rele-
vante para distintas agendas como 
–de nuevo– la de la pobreza. Las 
restricciones que hoy existen para 
acceder a un aborto seguro y legal 
inciden, sobre todo, en las muje-
res de escasos recursos –las demás 
pueden acudir a un hospital priva-
do o viajar a una jurisdicción donde 
el aborto no sea ilegal–. Pero, ¿qué 
hacen las mujeres que no tienen 
estas posibilidades? Muchas se 
someten a procedimientos médi-
cos inseguros y rara vez tienen a 
dónde acudir en caso de emer- 
gencia. Por ello, las limitaciones 
jurídicas que se imponen al abor-
to no son un asunto exclusivo de la 
moral; la clase social tiene mucho 
que ver en el tema. También es 
imprescindible relacionar el aborto 
con la igualdad. Si uno piensa que 
las mujeres son capaces de decidir 
el rumbo de sus propias vidas y está 
a favor de la “equidad de género”, 
no puede estar, al mismo tiempo, 
en contra del aborto, porque eso 
implicaría adoptar una postura que 
no termina por asumir a las muje-
res como sujetos.
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de las organizaciones gremiales de 
profesores –unas estridentes, otras 
a la sordina– y de la incomprensión  
y la crítica politizada, la crea- 
ción del inee ha sido un paso impor-
tante para contar con información 
sistemática sobre el desempeño de 
escuelas, profesores y alumnos, algo 
fundamental para diseñar políticas 
educativas basadas en la evidencia 
y no solo en ocurrencias.

Junto con el Servicio Profesional 
Docente, el inee autónomo es una 
de las dos columnas de la refor-
ma educativa emprendida por el 
gobierno de Enrique Peña Nieto, 
en alianza con los partidos que 
suscribieron el Pacto por México 
a principios del sexenio que este 
año llega a su fin. Se trató de una 
reforma con grandes pretensiones, 
centrada en transformar el arre-
glo institucional que surgió al ini-
cio de la época clásica del régimen 
priista, en la década de 1940, cuan-
do el Revolucionario Institucional 
se definió como monopolio polí-
tico. La base de aquel arreglo fue 
el control corporativo del gremio 
magisterial y la distribución cliente-
lar de los beneficios y prestaciones 
correspondientes. Aquel entrama-
do de reglas formales e informales 
hizo que los incentivos de los pro-
fesores mexicanos acabaran sien-
do en esencia sindicales y políticos, 
no académicos y profesionales, lo 
que tuvo profundas consecuencias 
negativas en la calidad de la educa-
ción pública.

Hace seis años, cuando comen-
zaban las campañas electorales 
para la renovación de poderes en 
2012, una confluencia de organiza-
ciones civiles –tan amplia como la 
que ahora exige profesionalidad y 
autonomía de las fiscalías y seguri-
dad en manos de cuerpos policiacos 
bien capacitados y bien remune-
rados, que además rindan cuentas 
a la sociedad por sus resultados– 
reclamaba entonces la evaluación 
integral del sistema educativo y la 
profesionalización de los maestros 

cargo de su propio personal, no tie-
nen un plan de trabajo, ni definen 
criterios claros para quienes las diri-
gen. La moraleja: no basta con que 
las y los candidatos digan que van a 
crear una institución; tenemos que 
exigir los detalles: con qué presu-
puesto, adscritas a qué órgano, con 
qué funciones, con qué competen-
cias, con qué personal.

En realidad, lo anterior aplica 
para todo. Debemos exigir diagnós-
ticos y propuestas, análisis comple-
tos de lo que se ha hecho y de lo que 
se ha omitido. Hay que preguntar, 
escrudiñar, obligarles a rendir cuen-
tas. En este y en todos los temas. ~
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establecido, tanto a nivel local como 
federal, cuatro órganos de este tipo: 
los institutos de las mujeres, las uni-
dades de género, las fiscalías espe-
cializadas y los centros de justicia 
para las mujeres. La académica del 
Centro de Investigación y Docencia 
Económicas (cide) Alejandra Ríos y 
la organización no gubernamental 
equis Justicia para las Mujeres lle-
varon a cabo un estudio para cada 
caso. Los resultados muestran, para 
efectos prácticos, que estos nuevos 
órganos fueron creados como ins-
tituciones huecas. En algunas oca-
siones, porque se les asignan varias 
funciones sin la partida presupues-
taria que se necesita para ejecutarlas. 
En otras, porque fueron diseñadas 
para ser débiles: un simple decre-
to puede desaparecerlas, no están a 
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os datos son reiterados y contundentes: cada vez que se publi-
ca el informe del Programa Internacional para la Evaluación 
de Estudiantes de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico (ocde), conocido como pisa por sus 
siglas en inglés, se constata el calamitoso estado de la edu-

cación mexicana. En la última prueba, realizada en 2016, México ocupó el 
lugar 58 en la capacidad de los estudiantes para entender problemas cien-
tíficos, el 55 en comprensión de lectura y el 56 en matemáticas. En los tres 
casos, estamos casi treinta puestos debajo del promedio de los setenta paí-
ses y regiones en donde se lleva a cabo el examen.

Aunque vistoso por su carácter comparativo internacional, pisa no es más 
que un indicador de los muchos que deben ser tomados en cuenta para eva-
luar el desempeño de un sistema educativo. En el caso mexicano se han desa-
rrollado, desechado y vuelto a elaborar otros mecanismos de medición, pero 
no fue sino hasta la fundación del Instituto Nacional para la Evaluación de la  
Educación (inee) como organismo constitucional autónomo, a través de  
la reforma constitucional de 2013, que los esfuerzos tentativos se tradujeron 
en una estrategia relativamente coherente. A pesar de la oposición por parte 
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